Testimonios extraídos de Abogados, derecho y justicia. Parte II. Memoria Abierta. Buenos Aires. 2010

La lucha por el esclarecimiento y por el juzgamiento efectivo de represores 

/…/ La condena de Astiz en Francia (en su ausencia) en el escenario internacional no podría resultar sostenible en tanto la Argentina siguiera constituyendo, gracias a la vigencia de las leyes de impunidad, un lugar de refugio para los represores. De ahí que, por un lado, el Estado español - Estado que no permite juzgar a criminales si el delito fue cometido en otros países - haya apelado, a través del Juez Baltasar Garzón, a una figura como el genocidio (crimen que, por su naturaleza, es de jurisdicción internacional) para perseguir a genocidas argentinos. En tanto los marcos jurídicos españoles no contemplan el juicio "en ausencia" y basándose en el principio de derecho internacional "juzga o extradita", es que el Estado español exigió al mexicano primero (en cuyo territorio se había descubierto al represor Ricardo Cavallo) y al argentino después, la extradición de numerosos miembros de las fuerzas de seguridad acusados de crímenes de lesa humanidad. 

Carlos Slepoy

“Empiezan a haber algunos procedimientos judiciales en Italia primero, posteriormente en Francia en relación a los ciudadanos italianos y franceses desaparecidos {...} estos procedimientos son un estímulo para nosotros. Luego empiezan en Alemania {...} los seguimos con mucha atención. La característica común a todos ellos era que actuaba la justicia de esos países en razón de la nacionalidad de las víctimas. En España no existía esa posibilidad ni existe esa posibilidad en principio (sin prejuicios de que las normas jurídicas siempre son interpretables) porque la ley no permite perseguir delitos contra españoles en el extranjero. En principio en ninguna circunstancia. Es decir, si no tiene satisfacción judicial en el lugar donde se comete el delito o en otro lugar, no tiene protección de la legislación española, con lo cual nosotros no podíamos seguir esa estela de los juicios de Italia, de Francia o de Alemania. {...} Entonces empezamos a trabajar la idea de aplicar una disposición legal que establece que los tribunales españoles pueden ejercer su competencia respecto de determinados delitos cometidos fuera del país cuando se trate de una serie de delitos que tienen la característica común de ser crímenes de derecho internacional. Todos estos delitos están incorporados a distintos convenios internacionales que ordenan la persecución de los mismos. Y en esos convenios lo que se establece es en qué casos es obligatorio que un país ejerza su jurisdicción {…} El hecho de que esto esté incorporado a la legislación española, es decir que determinados crímenes internacionales sean perseguidos por sus tribunales aunque fueran cometidos fuera del país no es algo extraordinario, no es algo que esté en la legislación española y no esté en otra. En realidad en la mayor parte de las legislaciones del mundo existe esta posibilidad. En la propia Constitución argentina de 1853 está incorporado un artículo en el cual se habla que crímenes contra el “derecho de gentes” (que es lo que podríamos decir hoy crímenes contra la humanidad) deben ser perseguidos por los tribunales argentinos. Es decir, hay una concepción ya muy antigua de que crímenes que ofendiendo la humanidad, contra la humanidad, no sólo pueden sino que deben ser perseguidos por distintos tribunales del mundo comprometidos con las normas protectoras de los derechos humanos fundamentales {…} Además, fundamentalmente después de la Segunda Guerra Mundial, todos los instrumentos internacionales, todos los convenios {….} todos tienen preámbulos en donde se habla de los derechos humanos fundamentales de los seres humanos por ser tales independientemente de su condición personal. Por ende hay una manifiesta vocación de que estos derechos humanos que se consideran fundamentales y que son agredidos por los llamados crímenes contra la humanidad (es decir los que derivan de ataques masivos y generalizados contra la población civil) deben provocar el concurso de distintos tribunales del mundo para su persecución. Esto está como idea pero aparte está como compromiso. Los textos internacionales -y muy especialmente las convenciones de Ginebra contra los crímenes de guerra- expresan que todos los Estados parte de esos convenios están obligados a someter a sus tribunales a quienes violen los convenios, independientemente de que haya sido en su territorio y aún independientemente de que hayan participado esos países o no en la guerra. En los otros convenios, en general, no se establece en estos términos la cuestión {…} pero sí dicen –y en el caso del convenio contra el genocidio es muy claro- que asumen el compromiso de incorporar a sus legislaciones las figuras (del genocidio en este caso) y las penalidades adecuadas para prevenir y perseguir este delito de derecho internacional. Y en otros convenios, aunque no se establezca el compromiso, sí se autoriza para que cualquier Estado que así lo disponga, establezca mecanismos en su legislación para extender su jurisdicción en la persecución de estos crímenes internacionales. Por tanto, en algunos convenios es obligada la persecución, en otros se asume el compromiso de ejercer esa jurisdicción y en otros casos los convenios autorizan esa jurisdicción. Y todos esos convenios establecen mecanismos obligatorios de jurisdicción. En todos los casos es obligatorio que el tribunal del país donde se comete el crimen de que se trate persiga ese delito. Por ejemplo, el convenio contra el genocidio establece que el genocidio cometido en un país será juzgado por un tribunal competente de ese país. Por ende, la Argentina hubiera estado obligado o está obligada a juzgar el delito de genocidio cometido en Argentina {…} Entonces, todos estos convenios establecen pautas claras de jurisdicción: debe ser perseguido en el lugar donde el delito se comete; debe ser perseguido cuando el autor del delito es nacional del país que pretende perseguirlo; debe ser perseguido cuando la víctima del delito es nacional del país que pretende perseguir el delito (siempre que su legislación lo permita) y debe ser perseguido cuando el presunto responsable del crimen es aprehendido en el territorio del país. Es decir que, si Ricardo Cavallo no hubiera estado en México sino en España, España hubiera tenido de acuerdo a estos convenios la potestad de detenerlo y juzgarlo en España aunque no haya tenido víctimas de origen español, ni él sea español, ni sus acciones hayan afectado al Estado español. Es decir que esta idea de que el Estado del lugar donde sea aprehendido el responsable del delito de torturas, de desaparición forzada u otros crímenes internacionales, tiene competencia para detenerlo y juzgarlo es una cosa que no admite discusión alguna. El tema es que entonces, el presunto responsable del crimen elegiría el lugar en donde va a estar sabiendo que si no va a ese país donde va a ser aprehendido entonces puede escapara a la acción de la justicia. El modo de perfeccionar este sistema es haciendo que aquel país que pretenda juzgar tenga la posibilidad -si no está en su territorio- de traerlo a su territorio y esto es a través de los mecanismos de la extradición. Por tanto la jurisdicción internacional se hace realmente completa y es aplicada en sus propios términos cuando un país tiene potestad de perseguir al presunto responsable de un crimen de esta naturaleza ya sea que esté en su territorio o no estando pide que se lo extradite a su territorio” 

Estos acontecimientos reavivaron un intenso debate en torno a la normativa que debía regir tanto el derecho como la justicia internacional. Las discusiones giraron fundamentalmente en torno a los principios de extraterritorialidad y no prescriptibilidad de los crímenes de lesa humanidad. Quienes se oponían a que los represores argentinos fueran juzgados por otros estados argüían que si en virtud de tratados internacionales todo Estado que así lo dispusiera, efectivamente persiguiera y juzgara a los responsables de crímenes ocurridos en otros territorios –y considerados, por otro lado, imprescriptibles- la resultante sería un escenario signado por el caos jurídico. 

Por el contrario, Carlos Slepoy, advierte:

“Es aisladísimo el caso en que alguien que comete el delito de terrorismo de Estado (en su forma de tortura, de genocidio, de asesinatos masivos) es alcanzado por la justicia. Por tanto, el problema que la humanidad tiene planteado no es un problema de multiplicidad de persecución sino de generalización absoluta de la impunidad. Es la impunidad generalizada de estos crímenes lo que hay que perseguir. ¿Cómo se hace posible y efectivo perseguir estos crímenes? Precisamente con la actuación de tribunales de distintos lugares que concurran a perseguir a este tipo de criminales y les den la señal de que no pueden andar libremente por el mundo. Y en ese sentido, el procedimiento en España y en otros países {…} es plantear que por primera vez ya no es posible pensar que libremente por el mundo andarán los pinochet como si nada hubieran hecho, que esto ya está vedado para siempre, que ya está avisado que quienes han cometido este tipo de crímenes van a ser perseguidos en forma múltiple. Y esto no crea ningún caos jurídico; por el contrario, lo que hace es reestablecer la juridicidad {…} Se trata de que concurran las jurisdicciones de todos lado a perseguir este tipo de crímenes. Porque la jurisdicción universal está derivada de la naturaleza del crimen. Es la naturaleza del crimen –crimen contra la humanidad- la que determina el carácter de la jurisdicción.

¿Y cuál sería, entonces el fin de un sistema de justicia internacional? Que las víctimas tengan la posibilidad, si no se hace justicia en su país, de recurrir al país de al lado… y entonces será posible pensar en un futuro en el cual estos crímenes sean efectivamente perseguidos. Y esta idea, ya enraizada, de que no pueden andar libremente por el mundo será absolutamente definitiva; y quienes cometan estos crímenes van a saber que efectivamente ya no será como ha sido que van a quedar impunes, sino que serán alcanzados por la Justicia o, por lo menos, que va a haber la determinación de múltiples tribunales del mundo de perseguirlos. Entonces esto tendrá eficacia primero para prevenir el crimen pero fundamentalmente para reestablecer valores sociales. Porque {…} significa un enorme salto cultural, un enorme salto moral, ético para la sociedad humana, el que se sepa que estas personas no solamente no van a quedar impunes sino que van a ser perseguidos implacablemente y por todos lados. Y esto se cierra finalmente con que va a ser insoportable la impunidad en los propios países. Por ende se cerrará un círculo de justicia y lejos de ser un acto de “colonialismo jurídico” será un acto de lo que es: de inmensa solidaridad entre los seres humanos”

	La figura del genocidio

Carlos Slepoy

“Hay una discusión acerca de si existió o no un genocidio en Argentina. Así lo ha considerado la Audiencia Nacional de España. Así se considera sociológicamente. Está claro que aquí todo el mundo habla de un genocidio porque la instalación de trescientos sesenta y cinco centros clandestinos de detención, la práctica masiva y generalizada de la tortura durante años, la desaparición forzada de personas, parecen ser bastantes claros que tienen la intencionalidad de destruir un grupo humano, un grupo nacional, argentino, de la República Argentina, por quienes se entiende que sobran dentro la Nación y por tanto deben ser exterminados. Por tanto estaría claramente delimitada la figura del genocidio, aún cuando se hayan hecho observaciones de que el convenio sólo permite perseguir a quienes tengan la intención de eliminar grupos étnicos, raciales, nacionales o religiosos y que esto {el caso argentino} no entraría dentro {de estos marcos} esta es una discusión teórica, en todo caso ha sido resuelta y yo creo que ha sido resuelta en términos adecuados por la jurisdicción española. Y la otra cosa que se dice es que la Argentina no incorporó a su legislación la figura del genocidio. Efectivamente, increíblemente no lo hizo {…} En el año 1954 firma la convención y sin embargo, a pesar del mandato y la obligatoriedad que tenía de incorporar a su Código Penal o a una ley penal especial la figura del genocidio, no lo ha hecho. Y esto ha servido como excusa para que se diga que como no estaba en el Código Penal o en la ley penal argentina la figura del genocidio y no había penas establecidas en esa ley para perseguir al genocidio, entonces, no era posible perseguir. Increíblemente, el incumplimiento de una obligación internacional sirve como excusa para que no se aplique la legislación. Esto es insostenible”




Fue en este contexto que, por otro lado, el movimiento de derechos humanos en Argentina incrementó su presión sobre las instituciones estatales con el fin de arribar a la nulidad e inconstitucionalidad de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida y declarar la imprescriptibilidad de los crímenes de lesa humanidad. Esto permitiría, en definitiva, reabrir las causas que habían quedado truncas por aquellas leyes (o iniciar nuevas). 

La declaración de inconstitucionalidad de las leyes de impunidad y la reapertura de causas 

	El caso Poblete y la primera declaración de inconstitucionalidad de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida

En octubre del 2000 el CELS se presentó como querellante en el caso Poblete. José Poblete y Gertrudis Hlaczik estuvieron detenidos en el centro clandestino de detención “el Olimpo”. La hija de ambos, Claudia Victoria, fue llevada hacia ese mismo centro dos días más tarde fue entregada a un matrimonio de apellido Landa. En febrero del 2000 el Estado restituyó la identidad de Claudia quedando imputados en el caso Poblete los apropiadores (el matrimonio Landa), y los represores que actuaron en el secuestro de la familia Julio Héctor Simón, alias “el Turco Julián”, y Juan Antonio Del Cerro, alias “Colores”, quien falleció antes de la realización del juicio.

Carolina Varsky recuerda:

“ya desde el ‘99 en el CELS se estaba pensando en la posibilidad de pedir la inconstitucionalidad de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida. {...} {se planteaba} lo paradójico de la ley de Obediencia Debida que permitía perseguir a la misma persona por la apropiación de la menor lo impedía por el secuestro de la mamá. O sea, los mismos “Turco Julián” y Del Cerro habían sido los apropiadores y quienes secuestraron a Gertrudis que estaba con la beba, entonces por un lado quedaban impunes pero por otro lado se los podía perseguir. Y eso fue lo que se planteó en el escrito {...} Se presenta la querella y en marzo del 2001 el juez {Gabriel} Cavallo declara la inconstitucionalidad de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida. En realidad el CELS se había presentado en la causa por la desaparición de la hija de Emilio Mignone, Mónica Mignone, y el de la hija de Marta Ocampo de Vázquez {María Marta Vázquez} pero son dos casos que no tienen demasiada prueba; o sea, no tienen mucha información, sí dónde estuvieron (porque parece que estuvieron en la ESMA) pero no quién los vio ni en qué circunstancia desaparecieron. Entonces, eran casos que no iban a prosperar... Y así fue que nos metimos en el caso Poblete. {...}

 Bueno, en el 6 de marzo de 2001 el juez declara la inconstitucionalidad de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida en una resolución muy extensa y muy completa. Parecía casi como un libro sobre Derecho Penal Internacional porque si bien se invocaba, no se había hablado mucho al respecto. Indagan a Colores y al “Turco Julián” y en abril los procesan con prisión preventiva por estos hechos. Y así siguió el caso. Fue una cosa muy importante. {...} Por supuesto las defensas apelaron, la Cámara el 9 de noviembre de 2001 confirmó la decisión de Cavallo. La única diferencia es que Cavallo hablaba de genocidio y la Cámara no toma en cuenta eso. Y el 29 de agosto de 2002 el procurador General de la Nación que es quien generalmente opina antes de la Corte, aunque no es vinculante su decisión, también declaró la inconstitucionalidad de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida en este caso. La Cámara una cosa que dijo es que era una obligación para el Estado argentino investigar estos casos. {...} A partir de ahí empieza como una espera...decir bueno, cuándo la Corte se va a pronunciar? Y la Corte tardó tres años en hacerlo”. 


En agosto de 2003 el Congreso de la Nación aprobó la ley 25.779 que declaró la nulidad legislativa de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida y otorgó rango constitucional a la Convención sobre imprescriptibilidad de los crímenes de lesa humanidad. 

En el año 2005, por su parte, la Corte Suprema de Justicia declaró la inconstitucionalidad de aquellas leyes. A partir de entonces se reabrieron los procesos contra represores que habían quedado truncos en los ochenta y se iniciaron nuevos.

Julio Héctor Simón, alias el “Turco Julián” fue el primer represor condenado desde entonces. /…/

Desafíos actuales del movimiento de derechos humanos:

/…/

Rodolfo Mattarollo:

-¿Cuáles son los puntos urgentes en materia de DDHH hoy en la Argentina?

“Desde el punto de vista del derecho a la vida y la integridad personal, es, fundamentalmente, la lucha contra la tortura, los malos tratos, las ejecuciones sumarias, o sea, todo lo que hemos conocido como el problema del “gatillo fácil”, de los abusos policiales, de los abusos en los sistemas penitenciarios. Las subsistencias que existen todavía, las reliquias que existen todavía del Estado terrorista que son las que explican las bandas de policías que cometen delitos donde evidentemente todo esto es una herencia ... Esa estructura de Estado clandestino es algo que estamos viendo en estos días... cómo subsistieron estructuras del Estado terrorista hasta el día de hoy aunque esto nos parezca un poco sensacionalista o excesivo decirlo de esta forma. {...} Entonces yo creo que el problema de la ilegalidad en las prácticas de las fuerzas represivas sigue siendo un problema fundamental hoy día. Y, por supuesto, hay múltiples problemas de derechos humanos todavía en el plano de los derechos civiles y políticos. La discriminación; yo creo que hay discriminación respecto de la mujer en nuestra sociedad a pesar de la retórica. La situación de niños y jóvenes en dificultad con la ley penal es alarmante, ese es un problema gravísimo de derechos humanos. La discriminación de orientación sexual. La discriminación contra poblaciones inmigrantes es un problema muy serio. Y, por supuesto, el universo de los derechos económicos, sociales y culturales... eso no necesita mayor detalle. Incluso el derecho al medioambiente... Todos estos son problemas fundamentales.

Ahora, me parece, que lo que tendríamos que volver a insistir –este es un tema clásico de la transición democrática- es en reestablecer las bases del Estado de derecho”

/…/ La construcción de marcos jurídicos inclusores y garantes de derechos humanos universales ha sido finalmente el resultado de este largo recorrido. De todos modos resulta necesario advertir que las condiciones sociales y la coyuntura político-institucional ponen en evidencia la necesidad de seguir avanzando en dos direcciones. Por un lado, en lo referido al fin de la impunidad y el juzgamiento efectivo a los represores y, por otro, en la ampliación del horizonte en términos de legislación hacia un marco institucional más sensible a los derechos sociales, económicos y culturales incluidos en los Pactos Internacionales.

Una última observación: los avatares de la normatividad argentina de los últimos años ponen de manifiesto cambios positivos -y quizás profundos- en lo referente a las concepciones de Estado, de sujeto y de derecho sostenidas hoy desde diversos espacios sociales y políticos. Si a lo largo de nuestro pasado reciente las consideraciones en torno al Estado, a las instituciones que lo componen y al derecho en sí, quedaron muchas veces subordinados -desde diversas perspectivas - a las urgencias de las voluntades políticas, hoy pareciera ser que, en su conjunto, el escenario cultural está más atento a la defensa de valores vinculados a la vida, la integridad, la identidad, y al establecimiento de mecanismos institucionales que garanticen el acceso a la justicia y el funcionamiento, en todos sus niveles, del sistema democrático.

Tenencia de las hijas luego de un divorcio

Sentencia en nombre del interés de las niñas….

La Sra. V. y el Sr. A contrajeron matrimonio el día 29 de marzo de 1998. De dicha unión marital nacieron 3 hijas: B., J., y F. (en agosto de 1999, enero de 2002 y diciembre de 2005, respectivamente). Ambos son profesionales (arquitecta e ingeniero) y gozan de una buena posición económica, sin embargo, en febrero de 2006 problemas de convivencia condujeron a la separación de hecho de los cónyuges, quedando de mutuo acuerdo, la tuición y cuidado personal de las niñas a cargo de la madre. 

Con posterioridad a la separación, V. conformó una pareja con una persona de sexo femenino, quien posteriormente se mudó a su casa, compartiendo así el hogar con las hijas de V. y A. Ante esta circunstancia, el padre de las menores (A.) dedujo una demanda con el objeto de obtener la tenencia de sus hijas, argumentando que la decisión adoptada por la madre de formar una pareja con una persona del mismo sexo, provocaría daños en el desarrollo integral psíquico y socio-ambiental de las menores y que era necesario prevenir las consecuencias perniciosas que les provocaría criarse bajo el cuidado de una pareja homosexual. Asimismo, argumenta, que la vida de las niñas junto a él les brindaría un ambiente en el que psicológica y emocionalmente tendrán mayores seguridades en su desarrollo personal.

La jueza de primera instancia otorgó la tenencia de las niñas B., J., y F. a su madre, V., en perjuicio del Sr. A.; esta decisión fue confirmada por la Cámara de Apelaciones respectiva. Ambos tribunales argumentaron que no existe causa calificada que haga aplicable la excepción que prevé el art. 206 del Código Civil, pues había quedado establecido, por diversos informes psicológicos, que la orientación sexual de la madre no constituía un impedimento para ejercer una maternidad responsable. 

Así las cosas, el Sr. A. inicia un recurso de queja ante la Corte Suprema. En esta instancia se invalidan las sentencias anteriores, concediendo al Sr. A. la tenencia definitiva de sus hijas menores de edad. Los argumentos del voto mayoritario de la Corte Suprema, se refieren a la necesidad de proteger a las niñas de todo eventual perjuicio que pudieran padecer por la condición de homosexual de su madre. En este sentido, estableció que la convivencia de la Sra. V. con una persona de su mismo sexo implicaría:

a. Una confusión de roles que sufrirían las niñas: sostiene la Corte, que la eventual confusión de roles sexuales que puede producírseles por la carencia existente en el hogar de un padre de sexo masculino y su reemplazo por otra persona de sexo femenino, configura una situación de riesgo para el desarrollo integral de las menores respecto de la cual deben ser protegidas.

b. Efectos en la vida social de las niñas: el Tribunal establece que las hijas del matrimonio V.- A. podrían ser objeto de discriminación social derivada del hecho de que su madre conviva con una pareja del mismo sexo.

c. Se refiere asimismo a la anteposición del interés de la madre por sobre el de las niñas: sostiene la Corte Suprema que la Sra. V., al declararse abiertamente lesbiana y mostrar su orientación sexual a partir de la convivencia con una pareja del mismo sexo, ha antepuesto sus intereses a los de sus hijas.

De esta manera, concluye la Corte Suprema que “las condiciones descritas constituyen ampliamente la “causa calificada” que el legislador ha incluido entre las circunstancias que en conformidad con el artículo 206 del Código Civil, autorizan al juez para entregar el cuidado personal de los hijos al padre en lugar de la madre, pues ellas configuran un cuadro que irroga el riesgo de daños, los que podrían tornarse irreversibles, para los intereses de las menores, cuya protección debe preferir a toda otra consideración”. Agrega que los jueces recurridos han incurrido en falta o abuso grave, “por no haber apreciado estrictamente en conciencia los antecedentes probatorios del proceso y haber preterido el derecho preferente de las menores a vivir y desarrollarse en el seno de una familia estructurada normalmente y apreciada en el medio social, según el modelo tradicional que le es propio”.

En octubre del 2010 la Señora V. presenta una denuncia ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, la CIDH), por violación de los siguientes derechos tanto respecto a la Sra. V. como a sus hijas: 1) Derecho a la igualdad ante la ley y no discriminación, 2) Derecho a la vida privada de la demandante, 3) Derecho a la vida privada y familiar de la demandante y de sus hijas, 4) Derechos del niño e igualdad de los derechos de los cónyuges después de la disolución del matrimonio y 5) Garantías judiciales y protección judicial. 
Caso Villagrán

El objetivo de la actividad es que los participantes analicen, interpreten, discutan la necesidad de que la implementación de las políticas públicas que generan condiciones de existencia digna en especial para las personas o grupos de personas más vulnerables sea aplicada desde lo que se llama "enfoque de los derechos". Esta tendencia se ve reflejada en varios instrumentos y documentos provenientes de trabajos de Derecho Internacional de los Derechos Humanos y en alguna jurisprudencia puntual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

Otro de los objetivos es que analicen, interpreten y discutan cómo la implementación de las políticas públicas tendientes a generar o mejorar condiciones de existencia digna implica un cambio de actitud de los agentes públicos para lograr los resultados esperados de esas políticas en clave de DESC.

Para el desarrollo del primer objetivo que corresponde a la primera parte de la actividad se presentarán para el trabajo en grupo diversos párrafos que le permitirán analizar, interpretar y discutir diversos contenidos que tienen que ver con el enfoque de los derechos en las políticas de desarrollo y los DESC. Esta tarea será guiada por unas preguntas que forman parte de las consignas del trabajo en grupo y que se presentan luego de la transcripción de los respectivos párrafos

a) Lea con atención los siguientes párrafos y luego discutan las respuestas a las consignas en grupo.

A)  El caso Villagrán Morales y otros c. Guatemala decidido el 19 de noviembre de 1999, la Corte Interamericana de Derechos Humanos,  condenó al Estado guatemalteco por la ejecución de “niños de la calle”. 

Aquí transcribimos algunos párrafos que hablan de cuáles obligaciones violó el Estado referidas a la protección del derecho a la vida de los niños. Asimismo sirve para interpretar cuáles obligaciones debe cumplir el Estado para generar condiciones de vida digna. 

“en esencia, el derecho fundamental a la vida comprende, no sólo el derecho

de todo ser humano de no ser privado de la vida arbitrariamente, sino también el derecho a

que no se le impida el acceso a condiciones que le garanticen una existencia digna. Los

Estados tienen la obligación de garantizar la creación de las condiciones que se requieren

para que no se produzcan violaciones de ese derecho básico y, en particular, el deber de

impedir que sus agentes atenten contra él” (párr. 144).

"El derecho a la vida implica no solo la obligación negativa de no privar a nadie de la vida arbitrariamente, sino también la obligación positiva de tomar las medidas necesarias para asegurar que no sea violado aquel derecho básico.  Dicha interpretación del derecho a la vida, de modo que abarque medidas positivas de protección por parte del Estado, encuentra respaldo hoy día tanto en la jurisprudencia internacional como en la doctrina.  ...

3.
El derecho a la vida no puede seguir siendo concebido restrictivamente, como lo fue en el pasado, referido sólo a la prohibición de la privación arbitraria de la vida física.  Creemos que hay diversos modos de privar a una persona arbitrariamente de la vida:  cuando es provocada su muerte directamente por el hecho ilícito del homicidio, así como cuando no se evitan las circunstancias que igualmente conducen a la muerte de personas como en el [presenta caso].  En el presente caso Villagrán Morales versus Guatemala, atinente a la muerte de niños por agentes policiales del Estado, hay la circunstancia agravante de que la vida de los niños ya carecía de cualquier sentido; es decir, los niños victimados ya se encontraban privados de crear y desarrollar un proyecto de vida y aun de procurar un sentido para su propia existencia.
4.
El deber del Estado de tomar medidas positivas se acentúa precisamente en relación con la protección de la vida de personas vulnerables e indefensas, en situación de riesgo, como son los niños en la calle.  La privación arbitraria de la vida no se limita, pues, al ilícito del homicidio; se extiende igualmente a la privación del derecho de vivir con dignidad.  Esta visión conceptualiza el derecho a la vida como perteneciente, al mismo tiempo, al dominio de los derechos civiles y políticos, así como al de los derechos económicos, sociales y culturales, ilustrando así la interrelación e indivisibilidad de todos los derechos humanos.

9.
Una persona que en su infancia vive, como en tantos países de América Latina, en la humillación de la miseria, sin la menor condición siquiera de crear su proyecto de vida, experimenta un estado de padecimiento equivalente a una muerte espiritual; la muerte física que a ésta sigue, en tales circunstancias, es la culminación de la destrucción total del ser humano.  Estos agravios hacen víctimas no sólo a quienes los sufren directamente, en su espíritu y en su cuerpo; se proyectan dolorosamente en sus seres queridos, en particular en sus madres, que comúnmente también padecen el estado de abandono.  Al sufrimiento de la pérdida violenta de sus hijos se añade la indiferencia con que son tratados los restos mortales de éstos."

B) En varios estados de América Latina se han aprobado e implementado políticas públicas tendentes a generar condiciones de vida digna, el Programa Bolsa en Brasil, la Asignación Universal por Hijo - entre otros programas - en Argentina. A contnuación le proponemos la lectura de los siguientes párrafos:

Enfoque de derechos humanos para políticas de desarrollo:

“Es un marco conceptual para el proceso de desarrollo humano que desde el punto de vista normativo está basado en las normas internacionales de derechos humanos y desde el punto de vista operacional está orientado a la promoción y la protección de los derechos humanos. Su propósito es analizar las desigualdades que se encuentran en el centro de los problemas de desarrollo y corregir las prácticas discriminatorias y el injusto reparto del poder que obstaculizan el progreso en materia de desarrollo”. 

["Preguntas frecuentes sobre el enfoque de derechos humanos en la cooperación para el desarrollo", Nueva York/Ginebra, 2006, p. 16].

AMARTYA SEN, Premio Nobel de Economía, sostiene en Desarrollo y libertad, Barcelona, Planeta, 2000, entre otros libros que  el desarrollo exige la eliminación de las principales fuentes de privación de la libertad […]. Así continua que más allá de la cantidad de bienes y servicios de los que disponga una sociedad, la concepción del desarrollo como libertad se concentra en las posibilidades efectivas a las que las personas pueden acceder para realizar sus derechos, particularmente aquellos miembros de los sectores situados en mayor grado de vulnerabilidad y exclusión. 

Consignas:

a) ¿Qué significa que el derecho a la vida implique para los Estados obligaciones negativas (de abstención) y obligaciones positivas (de hacer o medidas de accion positva)? A su vez, relacione su respuesta con los conceptos de "proyecto o plan de vida", "condiciones dignas de existencia", "grupos vulnerables", "Derechos Económicos, Sociales y Culturales", "políticas públicas".

b) Discutan la siguiente afirmación: los textos transcriptos relacionan fuertemente el concepto de libertad como libertad fáctica y el de igualdad real. Sí? No? Por qué?

c) De acuerdo con lo discutido en la consigna a) qué nuevos desafíos y/o cambio de actitud le presenta la implementación de políticas públicas que generen o mejoren condiciones dignas de existencia en clave de DESC a la Administración Pública y, a sus actores, a los agentes públicos? 

Consignas:

d) En grupos punteen cinco programas y/o planes estatales (estado nacional o provincial o municipal) de aplicación local que a su entender implique generar o mejorar condiciones de existencia digna para grupos vulnerables o desaventajados. 

e)  Seleccionen uno de esos programas y/o planes y analicen qué desafíos de implementación implicó para la Administración Pública y sus agentes. Cómo fueron enfrentados esos desafíos? Implicó cambios de estructura, de trabajo integrado con otros organismos de la Administración Pública local y/o nacional, de actitudes de los agentes? Cuáles desafíos quedan pendientes?

f) Estarían en condiciones de re-interpretar el relato de la práctica que surgió en e) en clave de obligaciones positivas de los Estados, enfoque de derechos y DESC?   

Los derechos humanos de las mujeres: Fortaleciendo su promoción y protección internacional. De la formación a la acción, IIDH, 2004

Caso: Alba Lucía Rodríguez Cardona vs. Colombia

El caso expone la violación de garantías al debido proceso, derecho a la no discriminación, a la protección de la honra y la dignidad, el deber del Estado de respetar y garantizar los derechos de las personas que se encuentran bajo sus jurisdicción, todos estos protegidos por la Convención Americana, así como el derecho a una vida libre de violencia consagrado por la Convención de Belém do Pará.

Alba Lucía era una joven campesina de 20 años que a mediados del año 1995 se muda de la vereda de Pantano Negro a un municipio urbano, a casa de su hermano, con el fin de ayudarle en las tareas domésticas. Al poco de llegar, queda embarazada como resultado de una violación, lo que la lleva a volver a su vereda y ocultar la situación a sus padres. Una mañana en la que Alba Lucía acude al baño, con un fuerte dolor que ella entendió como ganas de defecar, el bebé comienza a salir y ella lo va sosteniendo, hasta que según su propio relato “...cogiéndola, llevándola con las manos para que saliera, cuando salió cayó al sanitario, ya la saqué y del desespero mío había un alambrito y le moché el cordón umbilical con él, cuando yo saqué la niña del baño ella hizo un suspiro y ya, se quedó...”

Posteriormente es encontrada por su hermana, desmayada y llevada a Hospital Público en estado de shock. Sometida a interrogatorio por parte del médico que la atendió –aun cuando todavía no se había recuperado plenamente– éste instruye luego a la familia de Alba Lucía para que el cuerpo de la bebé sea llevado al servicio médico y extiende un certificado en el que consigna como causa de muerte el estrangulamiento por parte de la madre. Con base en estas apreciaciones médicas, Alba Lucía es procesada y condenada en una arbitraria y desproporcionada decisión a 42 años y cinco meses de prisión.

La denuncia presentada ante la Comisión Interamericana –en diciembre del año 2000– se basó en una serie de anomalías ocurridas en el proceso judicial instaurado contra Alba Lucía que representan graves violaciones a las garantías básicas del debido proceso. Se mencionan entre estas, la ausencia de un defensor durante las primeras etapas del proceso y la falta de una defensa efectiva y adecuada, al punto que el relato de Alba Lucía al médico que la atendió fue considerado, tanto por el Fiscal como por los jueces, una prueba plena de su responsabilidad en los hechos. También se consideró violado el derecho a la presunción de inocencia, ya que la culpabilidad de Alba Lucía fue predeterminada a solo 4 días de iniciada la investigación al tiempo que el Fiscal, en interrogatorio a la madre de Alba Lucía, le preguntó: “Diga si su hija le ha contado a usted por qué le dio muerte a la menor”.

La actuación de los funcionarios judiciales también fue discriminatoria. Alba Lucía fue interrogada sobre su vida sexual –aun cuando esto no tenía ninguna relación con los hechos que se investigaban–, y fue incriminada por su propia defensa por el silencio frente a su familia respecto al hecho de que había sido víctima de una violación, desconociendo los efectos que la violencia sexual representan en la historia y subjetividad de una mujer, aún más cuando se produce un embarazo como resultado de la misma.

En agosto del año 1997, el Superior Tribunal de Antioquia confirmó la condena de primera instancia por el delito de homicidio doblemente agravado por el vínculo y por el estado de indefensión de la víctima, y fue interpuesto recurso extraordinario de casación. Al tiempo de la presentación de la denuncia ante la Comisión Interamericana –en diciembre del año 2000– Alba Lucía se encontraba presa, lo que motivó que en la misma se pidiera expresamente a la Comisión que le solicitara al Estado la adopción de las medidas necesarias para que se le concediera libertad condicional.

Producto también de la presión internacional, por la interposición de la denuncia y el trabajo de las organizaciones del movimiento de mujeres a nivel internacional, en marzo del 2002 la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia de Colombia anuló la sentencia condenatoria por errores de hecho y de derecho, toda vez que –entre otras consideraciones– las manifestaciones sobre las que se basó la condenación se encontraban amparadas por el secreto profesional; esto es, el médico que había tenido acceso al mismo tenía el deber de protegerlo para la preservación de derechos fundamentales de su paciente.

Como consecuencia de esta decisión, Alba Lucía es puesta en libertad. Sin perjuicio de ello, las peticionarias entienden que la sentencia no repara integralmente ni significa un reconocimiento por parte del Estado respecto de las violaciones denunciadas, por lo que todavía se encuentra en trámite.

Las visitas ¿tienen derechos?
G. era trabajador portuario en Mar del Plata, desde los 11 años. En el año 2001 con la grave crisis económica que se vivió en Argentina fue despedido. Unos años atrás había conformado pareja con la Sra. L y de dicha unión nació una niña, C. C. tenía al momento del despido de su padre 4 años. En ese mismo momento la Sra. L se encontraba embarazada de mellizas, que nacieron 4 meses después. Como ambos se encontraban desocupados y sólo cobraban un “plan jefes y jefas” (de $150) que no alcanzaba para el sustento de la numerosa familia, el Sr. G. comenzó a hacer “changas” de lo más variadas. Sin embargo en el año 2006 el señor G. fue detenido en ocasión de un robo y 2 años después fue condenado a 10 años de prisión por el delito de homicidio en ocasión de robo. El “encierro” se cumplía en la Unidad 1 del Servicio Penitenciario Federal.

Dos meses después del “encierro” la Sra. L. se presenta en el Penal para visitar a su “marido”. En esta oportunidad, le fue informado que para poder hacer efectiva la visita debe someterse a una inspección vaginal, ya que las autoridades penitenciarias de la Unidad 1 del SPF de Argentina adoptaron la práctica de realizar revisiones vaginales a todas las mujeres que deseaban tener contacto personal con los presos, ya que “algunas veces las parientes de los presos ingresaban drogas y narcóticos a la prisión en sus vaginas”. Luego de pasar el mal trago y pese a las quejas de L, la misma fue “inspeccionada” y L. y G. pudieron verse por un corto tiempo. Esta situación se repitió en dos ocasiones, ocasiones en las cuales la Sra. L. manifestó su oposición a la revisión.

Sin embargo, pasado un año sin ver a su padre, como era de esperar las niñas, insistían en visitarlo, principalmente C. Pese a la insistente negativa de L., terminó por “aflojar” y visitó a su esposo en compañía de la hija mayor de ambos (C.), de aproximadamente 11 años de edad, las dos tuvieron que someterse a esas revisiones para ingresar. La niña quedó en “shock”. Meses después, el día 2 de abril de 2009 se presentó a la Unidad 1 la Sra. L , con su hija, para visitar a su esposo y al padre de su hija. La autoridad penitenciaria le informó una vez más que como condición necesaria para autorizar la visita "cuerpo a cuerpo", ambas mujeres debían someterse a una inspección vaginal.  La Sra. L rehusó someterse a la inspección y se negó asimismo a realizar la visita a través de un vidrio, alternativa que se le propuso.  Insistieron el 5 de abril de 2009 y se produjo la misma situación que la vez anterior.  La Sra. L se negó a la inspección vaginal previa a la visita de contacto personal y también rehusó la alternativa de realizar la visita a través de un vidrio divisorio.   Cansada de esta situación, y ante la imposibilidad de que las niñas vean a su padre sin ser “abusadas” la Sra. L presenta un amparo, donde se alegaba la violación a los siguientes derechos de la CADH. El derecho a la integridad personal (artículo 5); derechos de la familia (artículo 17), el derecho a la protección de la honra y de la dignidad (artículo 11) y los derechos del niño (artículo 19).  

Solicitado el informe del art. 8, el SPF informó con respecto a la Sra. L, que ella se había visto sometida a los dos tipos de revisiones, que siempre había protestado contra el procedimiento y que el personal de la penitenciaría le había informado que no se podía hacer una excepción en su caso.  En lo que se refiere a la revisión de menores, el Jefe de la Dirección de la Seguridad Interna afirmó que, en esos casos, las revisiones siempre se hacían en la presencia de uno, o de los dos padres de la menor, y que el procedimiento era menos riguroso para proteger su sentido del pudor. Sin embargo agregó que en un comienzo se usaban guantes para revisar esa zona del cuerpo pero que, debido a la concurrencia de visitantes femeninas --cerca de 250--, la escasez de guantes de cirugía y el peligro de transmitir el SIDA u otras enfermedades a las visitantes o las inspectoras, se decidió hacer inspecciones oculares.  
Trata de personas

Micaela Ramirez, una niña analfabeta de 14 años, trabajaba como empleada doméstica en Paraguay, por un jornal ínfimo y sin ningún derecho laboral. En marzo del año 2002 conoció a una señora argentina que le prometió que le conseguiría ingresar a dicho país donde podría trabajar de empleada doméstica y, con el tiempo, obtener su residencia legal para estudiar y eventualmente obtener un empleo mejor.  

Agustina avisó a sus padres, quienes le dijeron que podía viajar y le desearon lo mejor. Prometió llamarlos apenas tuviera oportunidad y Jonatan Quispe, su novio, le dijo que apenas pudiera viajaría a Argentina para reunirse con ella. Sin embargo, la legislación exige una autorización escrita ante un funcionario público para poder entrar al país en caso de menores de edad.

Agustina se encontró en la estación de ómnibus con la señora que le había hecho la propuesta y cuyo nombre real desconocía (se había presentado como “Juana”). Luego de conversar con unos hombres, Juana se despidió previo presentarle a otra mujer, “Luisa”, que viajaría con ella. Agustina tenía consigo un teléfono celular que Luisa le pidió amablemente que le entregase a los fines de hacer una llamada. Empero horas más tarde le dijo que lo había perdido y que le compraría uno al llegar a Puerto Elsa. 

Al cruzar la frontera, Luisa le pidió sus documentos y le dijo que no hablara con nadie. Luego vio que Luisa tuvo una conversación con los oficiales de Aduana y Migraciones y les entregó un sobre. El viaje de Agustina se hizo muy largo dado que debió recorrer 2000 km. por tierra en un transporte sin identificación que en muchas oportunidades se detuvo, por varias horas, debido a diversos problemas mecánicos así como a requisas de personal que parecía pertenecer a fuerzas de seguridad. Durante las 30 horas que duró el trayecto, Luisa apenas le dio unos bizcochos y agua por lo que llegó completamente exhausta a la Capital. En la estación terminal las esperaba un hombre que, de muy mala manera, le dijo que se subiera a una camioneta. Finalmente, la llevó a un departamento muy sucio en el que se encontraban otras mujeres amontonadas, algunas más jóvenes y otras mayores, con poca ropa y con señales de haber sido golpeadas. 

Agustina se asustó y pidió sus documentos para irse del lugar. Luisa le dijo que iban a conservar los documentos hasta que pudiera pagar por el traslado. Agustina se puso nerviosa y comenzó a gritar. Entonces el hombre de la estación, la golpeó y le dijo que, en adelante, mejor que se portara bien si no quería tener problemas. 

Durante seis meses, Agustina fue obligada a trabajar en dicho lugar que funcionaba a la vez como habitación y como prostíbulo. Se le impidió salir de allí salvo en compañía de unos hombres muy agresivos que denominaba “los matones”. Cada reclamo era respondido con un brutal ataque por lo que, con el tiempo, dejó de quejarse. Además, frecuentemente era drogada y perdía la conciencia, despertándose en un colchón, casi siempre con manchas de sangre y golpes. En una oportunidad funcionarios públicos visitaron el lugar. La joven se dio cuenta de que “los matones” habían sido advertidos ya que le dijeron lo que tenía que responder en caso de que la interrogaran. Los funcionarios no preguntaron nada pese a ver las condiciones del lugar y los golpes de algunas de sus compañeras y se retiraron con los matones a comer a un bar de la esquina del barrio. 

Siete meses después de llegar a la Capital, Agustina tuvo contracciones. Llamaron a una mujer que ofició de partera, quien dijo que había que hacer una cesárea en un centro de salud. Agustina fue llevada a un lugar que parecía una clínica y allí nació su hijo. Inmediatamente fue trasladada al prostíbulo de regreso y cuando preguntó por el bebé le dijeron que precisaba cuidados intensivos por lo que permanecería en la clínica por un tiempo. Una semana después le dijeron que no podía conservarlo porque no iba a poder criarlo como era debido pero que una familia con una buena situación económica podía tenerlo a cargo y darle todo lo que ella no iba a poder. La llevaron a una oficina donde firmó unos papeles y se despidió de su bebé con lágrimas y con un beso en la frente. Luisa y el hombre de la estación estuvieron presentes en todo momento, saludaron al señor que les hizo firmar los papeles como si lo conocieran y el hombre les entregó un sobre de papel madera que guardaron rápidamente en un bolsillo. 

En diciembre de 2004, Agustina logró comunicarse con Tomás, aproximadamente dos años después de que naciera su hijo, gracias a un celular que un “cliente” había dejado olvidado en un colchón. Al recibir el llamado, Tomás viajó a la Argentina. Allí, tuvo algunas dificultades y fue demorado por 12 horas en la frontera porque le decían que no eran claros los motivos por los que quería ingresar al país pero, finalmente, pudo ingresar. 

16. En la Capital se contactó con el Dr. Meneces, quien realizó la denuncia penal por trata de personas, lesiones graves, reducción a la servidumbre y violación a la ley de profilaxis. Una vez ordenado el allanamiento del prostíbulo por la autoridad judicial a pedido del Ministerio Público Fiscal, aquél estaba abandonado. En razón de la ausencia de pruebas, se desestimó la denuncia sin más trámite. El Ministerio Público Fiscal no apeló dicha decisión. 

Desesperado ante esta situación y sin poder comunicarse más con su novia, Tomás pidió al abogado que lo ayudara a encontrar a Agustina y a su hijo. En relación con su novia, presentaron un recurso de habeas corpus. El juez de turno ordenó diversas medidas –allanamientos a prostíbulos de la zona, requisitorias a autoridades migratorias, hospitales y a fuerzas de seguridad así como averiguaciones a partir de avisos de diarios del rubro relacionado con la oferta de servicios sexuales–. Produjo todas las medidas de prueba solicitadas por el abogado de Tomás y ordenó otras. Sin embargo, no fue posible encontrar a Agustina. 

En relación con el niño, el abogado, luego de una serie de averiguaciones que le permitieron conocer el paradero del expediente de guarda de hecho relacionado con el hijo de Tomás, inició una demanda ante la justicia de familia para que Tomás pudiera recuperarlo y se anulase la adopción. Todas las instancias rechazaron su pedido bajo el argumento de que la adopción era legal y que, dado el tiempo transcurrido, era en el interés superior del niño que permaneciera con su familia adoptiva pues era la familia que siempre había conocido. La Corte Suprema rechazó el recurso extraordinario. 

Tomás presentó el 18 de diciembre de 2006 una denuncia ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos por la violación a los derechos de Agustina, y de su hijo. 

Argentina contestó la denuncia, interponiendo como cuestión preliminar, respecto de Agustina, que no se habían agotado las instancias internas y, respecto del proceso de adopción, que no había habido violación a ningún derecho humano amparado por la Convención, en tanto la adopción se realizó de manera legal ya que la madre biológica consintió la entrega de su hijo. Finalmente, y ante cualquier eventualidad, el Estado remarcó que sería contrario al interés superior del niño, bajo el artículo 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño, anular esa adopción en atención al plazo transcurrido y los vínculos ya creados con la familia adoptiva que, conforme todos los informes periciales, cuida de manera óptima del niño y cuenta con los recursos materiales y afectivos para hacerlo. 

La Comisión declaró admisible la denuncia y consideró violados todos los artículos alegados por el peticionario. Cumplidos los plazos y requisitos establecidos por la Convención y el Reglamento de la Comisión, sometió el caso ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos el 26 de agosto de 2010.  Tomás, como representante de las presuntas víctimas, coincidió con el planteo de la Comisión, pero invocó también violaciones por parte de Argentina a la Convención de Belem do Pará. Tres meses después, Agustina fue hallada, con ocasión de un allanamiento a un burdel ordenado por un juez federal que investigaba una red de trata de personas con fines de explotación sexual. Según informó el Estado, ella fue derivada a un servicio de protección de víctimas de trata donde actualmente recibe asistencia psicológica y médica integral y donde se la ha puesto en contacto con su familia.

